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Número 590.
GOBIERNO DE LA PROVINCIA

nes 
nte

que
ser-

DE LAS BALEARES.

El limo. Sr. Director general de 
Administración local me dice con fe­
cha 15 de Octubre último lo que 
sigue:

«En vista do que algunos Ayunta- 
juientos y Diputaciones provinciales 
remiten á esta Dirección general los 
anuncios que se han de publicar en la 
Gaceta para, la contratación de los 
servicios y obras públicas que por su 
índole y cuantía requieren la licita­
ción doble y simultánea, con el tiem­
po extrictamente necesario para acor­
dar su inserción, sin tener en cuenta

Y 3.° Que el expediente debe estar 
en esta Dirección general con diez 
días de anticipación, por lo menos, á 
la fecha del anuncio con el fin de exa­
minar detenidamente los documentos 
que lo constituyan y darle la tramita­
ción que corresponda sin que por ello 
se resienta el despacho de los demás 
asuntos (pie á la misma le están enco­
mendados.»

Y he dispuesto su reproducion en 
este Boletín Oficial para inteligencia 
y cumplimiento de la Diputación y 
Ayuntamientos de esta provincia.

Palma 5 Noviembre 1880.—Ismael 
de Ojeda.

te mes, el importe del 2.° trimestre del 
impuesto de Consumos, cereales y sal 
del cupo señalado á los mismos, y es­
pera de los S.S. Alcaldes que darán 
las ordenes oportunas para que así ten­
ga efectos, con el fin de evitarse las 
las medidas coercitivas que previene 
la instrucción.

Palma 8 de Noviembre de 1880.— 
El Jefe Económico, Francisco Coro­
nado.

.vei
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que ésta á veces no se puede verificar 
r I por el mucho trabajo que suele aglo- 

ulerarse en dicho «Diario oficial», y que 
a otras Corporaciones ordenan directa-

Iría

de

monte su publicación sin dar conoci­
miento á este Centro Directivo, por 
cuya causa se ha visto precisado más 
de una vez á suspender y anular las 
subastas: con el fin de armonizar la

Núm. 591.
Negociado l.0—Ciradar.—"Los señores 

Alcaldes, fuerza do la guardia civil y 
de orden público y demás dependientes 
de mi autoridd, averiguarán por cuan­
tos medios les sugiera su buen celo, 
si existe en sus respectivos distritos, 
el Teniente del Cuerpo do E. M. del 
Ejército con destino á esta plaza, pro­
cesado militarmente por un delito co­
mún, D. Cárlos O’Neill y Santana, y

. tramitación de esta clase de expedien­
tes evitando los perjuicios que con 
semejantes irregularidades se origi­
nan á los intereses provinciales y mu­
nicipales, he tenido á bien disponer: 
1." Que cuando las Diputaciones pro­
vinciales y Ayuntamientos remitan á 
esta Dirección general los documentos 
que han de estar de manifiesto para 
conocimiento de los licitadores, acom­
pañen también el anuncio para la 
Gaceta á fin de que por aquella se 
acuerde y ordene su inserción. 2.° Que 
en el anuncio se expresen de una ma­
nera clara, que no de lugar á inter- 
'prelaciones, el dia y hora en que se 1 
ha ¿le celebrar la subasta cuidando de 
'in e aquel no sea festivo, y esta se ha­
le comprendida entre una y cuatro de 

*a tarde.
d ía .

cuyas señas á continuación se espresan, 
y en caso de ser habido lo capturarán 
y remitirán á disposición del Excelen­
tísimo Sr. Capitán general de esta Isla 
que lo reclama:

PaJñia 6 Noviembre 1880.—El Go­
bernador, Ismael de Ojeda.

Señas.
Estatura regular, pelo rubio, ojos 

azules, edad 26 años y lleva toda la 
barba.

Núm. 592.
ADMINISTRACION ECONÓMICA

Núm. 593.
D. Andrés Calleja y Sánchez, Juez de pri­

mera instancia del distrito de la Lonja 
de la ciudad de Palma.
En virtud del presente edicto se sa­

can á pública subasta por término de 
treinta dias las fincas y porciones de 
buques que se detallarán.

Una casa botiga y entresuelo sita 
en la calle de Santa Cruz de esta Ciu­
dad señalada con el número diez de 
la manzana docientos cuatro, tiene un 
portal que dá á la calle de San Loren­
zo marcado con el número primero, 
linda por la derecha entrando con casa 
de Francisco Fernandez y José Pagés, 
por la izquierda y por espalda con la 
callo de San Lorenzo por la parte su­
perior con casa de Catalina Palliser y 
por la parte inferior del entresuelo con 
establo de Rafael Planas, justipreciada 
en la cantidad de mil setecientas cin­
cuenta pesetas.

Una casa y porción do tierra unida 
cercada de pared de ostensión de trein­
ta estadales equivalentes á poco más 
de cinco áreas treinta y dos centiáreas 
de pertenencias del Rafal de Son Scrra, 
inmediato al lugar llamado la Vileta, 
distrito municipal de esta Ciudad, lin­
dante por N. con tierra de sucesores

pital, justipreciada en la cantidad de 
mil pesetas.
, En su consecuencia quien quiera 
interesarse en la licitación acuda en 
los estrados de este Juzgado el dia diez 
y seis de Diciembre próximo venidero 
á las doce de su mañana, bajo la con­
dición de que no se admitirá postura 
alguna que no cubra la tasación y que 
los gastos de subasta, remate y demás 
que ocasione el traspaso serán de car­
go de adquirente.

Palma dos Noviembre de mil ocho­
cientos ochenta.—Andrés Calleja.— 
Por su mandado, Antonio Tomás.'

Núin. 594.
Don José María Mercadal y Pons, Juez 

Municipal letrado de esta Ciudad, en­
cargado accidentalmente del Juzgado de 
primera instancia de este Partido.

Hago saber: que por el elector don 
Francisco Sarriego y Ponseti vecino 
de esta ciudad, se ha presentado de­
manda solicitando la inclusión en las 
listas electorales para Diputados á Cor­
tes de este Distrito, de los individuos 
siguientes:

Pueblo de. Maltón.
D. Lorenzo Borrás Cardona.

de D. Miguel Busuntil, por S. otra de
DE T\s RATFARPq i D. Antonio Philip, por el E. la de DonDE LAS BALEARES. | Bar t o l omé Buades ? y pcr q camin0

\egociado de. Impuestos.—Cinidar.— ¡ de pobladores, justipreciada enlacan- 
Esta Administración recuerda á los tidad. do dos mil pesetas. 
Ayuntamientos de esta provincia el Ui . ...1_ _  .M.
deber en que so hallan do ingresar en en dosMiez y seis avos del pailebote 
las arcas del Tesoro durante el comen- «Santiago» dé la matricula de esta Ca-

na participación en buque de vela

«Santiago» de la matricula de esta Ca­

»
»
»
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»
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»
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»
»
» 
»
» 
»
» 
»

Manuel Buils Mercadal. 
Antonio Cardona Goñalons. 
Gregorio Femenias Alado, 
Juan Femenias Fronti. 
Miguel Flaquer Martínez. 
Francisco Fornaris Orilla. 
Bartolomé Giménez Tudury. 
Pedro Mascaré Parpal. 
Bartolomé Mir Seguí. 
Francisco Netto Oliver. 
Francisco Olives Pons. 
Guillermo Orilla Carreras. 
Pascual Ortiz Cabodevilla. 
Bartolomé Portella Sintes. 
Antonio Pujol Cardona. 
Francisco _ Sitj es Pons. 
Rafael Sitjes Saura.
José Llopis Vidal. 
Podro Sitjes Fuguet.
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D. Miguel Cardona Carreras. 
Antonio Pons Víllalonga. 
José Sintes Sitjes.

»
V 
»

»

»
»

»

»
»
»

w

»

Juan Cornelias Goñalons. 
Juan Gomila Olives.
Bartolomé Pons Mascaré. 
Gabriel Paveras Vallorí. 
Pedro Seguí Pons.
Juan Sturla Saura.
Pedro Mestres Hernández. 
Rafael Sintes Fuguet.
Juan J. Rodríguez Femenias. 
Antonio Carreras Pons. 
Lorenzo Cloquells Suñer. 
Bartolomé Molí Seguí. 
Podro Pax Martínez. 
Francisco Pons Gomila. 
Gabriel Pons Femenias. 
Juan Pons Vinet.
Francisco Víllalonga Tudurí. 
Francisco Vinet Seguí. 
Antonio Vidal Goñalons. 
Jaime Anglada Cardona. 
Antonio Blanc Papelcudi.

Bueldodc Alayor.
D. Lorenzo Carreras Gornila.

»
»
»
»

»
»

»
. D

»

»
. ))

»

Pedro Carreras Vinet. 
Bartolomé Florit Petrus. 
Antonio Pons Mascaré. 
Benito Sintes Mercadal. 
Juan Ginart Hernández. 
Vicente Carreras Gomila. 
Juan Florit Guardia. 
José Fortuñy Riudavets. 
Juan Llopis Tuduri. 
Juan Meliá Víllalonga. 
Lorenzo Seguí Carreras. 
Francisco Petrus Uguet.

- Pueblo de Ferrcrias.
D. Juan Pons y Pons.

» Rafael Goñalons Capella.
» Agustín Alzina Ramonell.

Y á fin de que dentro del término 
de veinte dias contados desde la in­
serción de este anuncio en el Boletín 
Oficial de esta provincia puedan los 
interesados ó cualquier otro elector 
presentarse en oposición á las inclu­
siones do los mismos, espido el pre­
sente en Mahon á dos de Noviembre 
do mil ochocientos ochenta.—José 
María Mercadal.—Juan Allés, Escri­
bano.

Núm. 595.
Hago saber que en este Juzgado y 

actuación del infrascrito Escribano se 
ha presentado demanda por D. Andrés 
Escudero y Seguí, de este vecindario 
en solicitud de que se escluvan de las 
listas electorales para la elección de 
Diputados á Cortes por haber cesado 
do ejercer los cargos eclesiásticos que 
les daban el carácter de capacidades.

D. Pedro Orilla Montañer, coadjutor 
de la Parroquia de Perrerías.

D. Juan Sampol Bagur, Vicario de 
Villa-Carlos.

1). Matías Angladas Bonet, coadju­
tor de San Francisco de Mahon.

D. Jaime Camps Salord, ecónomo 
de San Luis.

I). José Landino Pons, coadjutor de 
San Francisco de Mahon.

D. Juan Mascaré Pons, coadjutor de 
San Luis. ,

D. Hermenegildo Rotgcr Borlá, 
coadjutor de San Cayetano de Llume- 
sanas.

D. Jaime Tutró Gelabert, Presbí­
tero. .

En su consecuencia se publica el

presente á fin de que dichos sugetos 
cualquier otro de los electores pue­

dan presentarse á sostener su derecho 
en los referidos autos, dentro el tér- 
nino de veinte dias contaderos desde 
a publicación de este edicto en el Bo- 
etin Oficial de la Provincia.

Dado en Mahon á cuatro Noviembre 
de mil ochocientos ochenta.—José 
M.a Mercadal.—Por su mandado, Juan 
Pons, Escribano.

Núm. 596.
D. Gregorio García de Leaníz, juez de 

primera instancia del distrito de la Ca­
tedral del partido de la ciudad de Pal­
ma.
Por el presente edicto se cita á Ma­

ría Dols, para que dentro el término 
de seis dias, á contar de la publicación 
en el Boletín Oficial comparezca en 
este Juzgado á rendir la oportuna de­
claración en cierta causa criminal.

Palma cuatro de Noviembre de mil 
ochocientos ochenta.—G. García de 
Leaníz.—De orden de S. S., Pedro 
Gazá.

Núm. 597.
D. Bartolomé Cardell y Marroig 

municipal de la villa de Deyá.
Jaez

Hago saber: Que se halla vacante la 
plaza de Secretario municipal de este 
Juzgado, y se ha de proveer arreglada­
mente á lo dispuesto en la Ley provi­
sional del poder judicial y reglamento 
de diez de Abril de mil ochocientos 
sesenta y uno, dentro el término de 
quince dias á contar desde la publica­
ción de este edicto en el Boletín Oficial 
de la provincia.

Para los efectos consiguientes se 
publica el presente edicto y de orden 
de S. S., se fija una copia autorizada 
en el sitio de costumbre.

Deyá cinco de Noviembre de 1880. 
—Bartolomé Cardell.— José Ripoll, 
Secretario interino.

PRESIDENCIA

DEL CONSEJO DE MINISTROS.

Peal decreto.

En el expediente y autos de compe­
tencia suscitada entre el Gobernador 
civil de la provincia de Pal encía y el 
Juez de primera instancia de Cervera 
del Rio Pisuerga, y en los cuales re­
sulta:

Que en 8 de Marzo último D. José 
Barrio Valtá acudió al Juzgado de 
primera instancia con una demanda en 
juicio ordinario contra I). Lúeas An­
derez para que se condenara á este á 
que repusiera el molino que compró al 
Estado en término de San Felices á 
los mismos usos y costumbres con que 
lo adquirió, ó sea con su canal abierto, 
é indemnice al demandante los perjui­
cios ocasionados, con expresa conde­
nación do costas:

Que admitida la demanda, y empla­
zado el Anderez, el Ayuntamiento del
limar do Celada en sesión de 22 de i propietarios; y por último, que sabedor 1879, compete a los Inounales qm 
Marzo próximo pasado acordó que las el Ayuntamiento de que i). José Bar- ejercen la jurisdicción civil el conocí 
amias que bajan de los pueblos de Ce-1 rio, como dueño de algunas fincas que । cimiento de las cuestiones relata a» i 
lada Herreruela y San Felices, y , se riegan con dichas aguas, había pro- dominio de las aguas publicas,) ■

Niím. 598.
JUZGADO MUNICIPAL DEL DISTRITO DE LA LONJA.—Pa l ma .

Na c imie n t o s  registrados en este Juzgado durante la tercera decena de Octubre de 18'
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Palma l.° de Noviembre do 1880.—El Juez municipal, Bruno Estarás.
—El Secretario, Pedro de A. Borrás.

JUZGADO MUNICIPAL DEL DISTRITO DE LA LONJA.—Pa l ma .

De f u n c io n e s registradas en este Juzgado durante la tercera decena de Octubrt 
de 1880, clasijicadas por sexo y estado civil de los fallecidos.

— FAIjIjECI do s . To t a l
Días. VAR 0 N E S . HEMBRAS. general.

Casado- Total.Solteros Viudos. Soltera- Casada- Viudas. Total.

21 2 » » a 1 » A 1 3
22 » 1 » 1 1 » A 1 2
23 1 1 » 2 2 » A 2 4
24 0 1 » 1 2 1 » 3 4
25 1 » » 1 A » A A 1
26 1 » » 1 1 » A 1 2
27 » 2 1 3 2 » 1 3 6
28 1 •» » 1 1 » A 1 2
29 1 » » 1 » » 1 1 2
30 1 1 » 2 1 » 1 2 4 |

81 1 » 1 - » A 1 ” - A 1
•--------------

1 9 6 1 1 1 16 11 1 I 3 15 31

Palma l.° de Noviembre de 1880.—El Juez municipal, Bruno Estarás.
—El Secretario, Pedro de A. Borrás.

constituyen el rio denominado do Es- movido demanda civil ordinaria, ant 
talaga, son de común aprovechamien- los Tribunales de justicia sobre h 
to, y no pertenecen á particulares; y , modificaciones hechas en el molino, I 
que con motivo de tener Lúeas Ande- corporación municipal se considera! 
rez un artefacto en el mencionado rio 1 competente para conocer de esta ene:
por haberlo adquirido del Estado, y 
haberlo construido de nueva planta 
con arreglo á los adelantos modernos, 
ó sea de llave en la compuerta para 
llenar el pozo de agua, en 3 de Junio 
de 1879 acudieron varios vecinos de 
Estalaga al Ayuntamiento en solicitud 
de (pie se requiriera al dueño del arte­
facto á fin de que el mismo diera el 
riego necesario para las fincas de la 
propiedad particular, ó dejara las ca­
nales abiertas conformo estaban ante­
riormente; y aunque no se dió curso á 
dicha instancia por no venir en forma, 
el Alcalde sin embargo pasó una co­
municación al Anderez para que deja­
se las aguas corrientes, toda vez que 
sin interrupción se ha dado el riego en j
todos tiempos y á todas horas á los I v
prédios de arriba como á los de abajo dictó auto declarándose competente 
del expresado molino, sin que desde tildándose en que, según los artículoi 
entóneos so hayan vuelto á quejar los 254 y 256 (te la ley do 13 de Junio 4

tion ]ior tratarse de aguas comunes, 
acordó acudir al Gobernador de 
provincia para que se requiera de in 
hibicion al Juzgado:

Que el Gobernador dirigió en efoct 
al Juzgado el oportuno requerimient 
para que se inhibiera de conocer en c 
asunto, fundándose en que el hecln 
objeto de la demanda ordinaria suso 
tada por D. José Barrio sobre aprove 
chamiento de las aguas comunales de 
rio Estalaya es un acto de policía ru 
ral del dominio de la jurisdicción ad 
ministrativa del Municipio de Celad 
de Roblicecb; y citaba el Gobernado 
el art. 226 de la ley de aguas, Rea 
decreto de 2 do Mayo de 1868 y artí
culo 72 de la ley municipal: 

Que sustanciado el conflicto, el Jiw
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dominio y posesión de las privadas, 
así como las cuestiones relativas á da­
ños y perjuicios ocacionados á tercero 
en los derechos de propiedad particu­
lar: en que en la demanda entablada 
por D. José Barrios se trata única y 
exclusivamente de adquirir el dominio 
de aguas de que se dice le ha despoja­
do Lúeas Anderez con la construcción 
de un artefacto, que le indemnice de 
los perjuicios que por ello le ha irro­
gado, teniendo por tanto exacta apli­
cación las disposiciones trascritas, y 
debiendo por consecuencia conocer el 
Juzgado de tal reclamación:

Que el Gobernador, de acuerdo con 
la Comisión provincial, insistió en su 
requerimiento, resultando de lo ex­
puesto el presente conflicto que ha 
seguido sus trámites.

Visto el art. 226 de la ley de 13 de 
Junio de 1879, que encomienda á la 
Administración la policía de las aguas 
públicas y sus cauces naturales, ribe­
ras y zonas de sei'vidumbres:

Visto el art. 254, núm. l.°, de la 
misma ley, que respecto á las aguas 
públicas sólo confía á los Tribunales 
ordinarios las cuestiones relativas al 
dominio de aquellos:

Considerando:
l .° Que la reclamación judicial en­

tablada por D. José Barrios trae ori­
gen del hecho de haber practicado un 
particular obras en un molino sito en 
la ribera de un rio, y por consecuencia 
de las cuales se produjo alteración en 
el régimen establecido para el aprove­
chamiento de las aguas del menciona­
do rio, que varios terratenientes venían 
utilizando para el riego de sus tierras:

2 .° Que ya por tratarse de aguas 
públicas y de obras hechas en un ar­
tefacto movido por ellas y sito en la 
margen del rio, ya porque el deman­
dante, absteniéndose de invocar título 
expreso de derecho civil, se limita á 
pedir que se reponga el molino á los 
usos y costumbres con que lo adquirió, 
es evidente que la cuestión suscitada 
versa sobre la policía y uso de aguas 
públicas y su primera distribución en­
tro varios partícipes en el riego, mate­
rial de la exclusiva competencia de la 
Autoridad administrativa, toda vez 
que no aparece ejecutada en forma la 
acción reivindicatoría ó de dominio de 
las expresadas aguas;

Conformándose con lo consultado 
por el Consejo de Estado en pleno.

Vengo en decidir esta competencia 
á favor de la Administración.

Dado en palacio á diez y seis de Oc­
tubre de mil ochocientos ochenta.— 
ALFONSO.

El Presidente del Consejo de Mi­
nistros.—Antonio Cánovas del Cas­
tillo.

le rinda cuenta justificada de la suma 
de 47.731 rs. 36 céntimos que ha re­
cibido del demandante, y se abstenga 
de hacer obras ni reparacipnes de nin­
guna clase en la presa sin acuerdo del 
actor, que es el mayor interesado, y 
bajo la expresa responsabilidad del 
Presidente, con expresa condenación 
de costas:

Que emplazado en forma el deman­
dado, el Presidente del Sindicato de 
dicha comunidad acudió al Goberna­
dor de la provincia para que requiriera 
de inhibición al Juzgado, toda vez que 
se trataba de un asunto encomendado 
á las atribuciones de la Administra­
ción:

Que estimada en efecto la anterior 
pretensión, el Gobernador dirigió al 
Juzgado el oportuno requerimiento, 
fundándose en que la comunidad de 
regantes de San Fernando de Jarama 
se halla legalmente constituida y apro­
badas sus Ordenanzas por Real orden 
de 11 de Diciembre de 1875: en que 
en el art, 30 de las mismas se consigna 
que los individuos que componen la 
comunidad se someten voluntariamen­
te á todo lo que ellas preceptúan, 
renunciado expresamente á otra juris­
dicción ó fuero especial, excepto en el 
caso de exigir responsabilidad crimi­
nal: en que por el art. 7.° del regla­
mento corresponde al Sindicato la 
facultad de señalar á cada regante ó 
usuario las cuotas necesarias para el 
sostenimiento de los servicios que cor­
ren á su cargo, ordenar la inversión 
de los fondos con arreglo á los presu­
puestos aprobados y rendir cuenta de­
tallada de su inversión en las juntas 
generales ordinarias: en que, según lo 
resuelto por Real orden de 22 de Se­
tiembre de 1877, los acuerdos de los 
Sindicatos, en cuanto se hallan dentro 
de las facultades que les conceden la 
ley y las Ordenanzas, obligan á todos 
los regantes, y por lo tanto al Sr. Page, 
el cual, si no estaba conforme con lo 
dispuesto, debió en primor lugar acu­
dir en queja á la comunidad, y en al­
zada ante la Autoridad administrativa, 
á quien corresponde el conocimiento 
de esta clase de recursos:

Que sustanciado el conflicto, el Juez 
dictó auto declarándose competente, 
alegando que no se trata de aguas pú­
blicas, sino de las que, derivadas del 
rio, forman un canal que riega las 
tierras de la comunidad de aguas de la 
acequia de San Fernando de Jarama: 
que las cuestiones que susciten entre 
sí los regantes que componen la comu­
nidad son cuestiones entre particula­
res, en las cuales ningún perjuicio 
puede causarse á la Administración, 
ni es esta la llamada á resolverlas: que 
el haber sido legalmete constituida la 
comunidad de regantes de que se trata, 
y aprobadas sus Ordenanzas por el 
Gobierno, no quita á las cuestiones que 
entre los regantes se promuevan el 
carácter de privadas: que la sumisión 
de que se habla en el requirimiento no 
puede hacerse por los particulares á 
una Autoridad de distinto orden; y que 
si de los autos aparece la sumisión 
expresa á la Administración, nada 
significa lo que se dice que contiene el 
reglamento, porque el " Sindicato no 
ejerce Autoridad, y no puedo por lo 
tanto haceroe la sumisión al Sindicato: 
que si á esto corresponde invertir las 
cuotas entre los interesados; estos 
tienen el derecho de saber la inversión

En el expediento y auto de compe­
tencia suscitada entro el Gobernador 
de la provincia do Madrid y el Juez 
de primera instancia de la Universidad 
do esta Corte, de los cuales resulta:

Que en 9 de Abril de 1879 el Pro­
curador 1). Angel Calvo, en nombre 
de D. Luis Page. acudió al Juzgado 
de primera instancia con una demanda 
en juicio civil ordinario contra la co­
munidad do regantes de San Fernan­
do de Jarama para que se obligue á 
esta, y en su nombre al Presidente del 
Sindicato de la mi- D. Mariano 
Fernandez y Bodrig uz, á que en el 
término breve que el Juzgado le seña­

que se da á esas cuotas: que el regla 
mentó de la comunidad no es otra cosa 
que un convenio entre los interesados, 
y no un reglamento de la Administra­
ción pública, y las cuestiones que naz­
can de aquel deben resolverse por los 
Tribunales ordinarios; y por último, 
que la Real orden de 3 Abril de 1879, 
dictada á consulta del Consejo de Esta­
do, declara terminantemente que las 
aguas de que se trata son de dominio 
privado, y el artículo 296 de la ley de 
aguas encomienda á los Tribunales de 
justicia el conocimiento de las cuestio­
nes relativas al dominio y posesión de 
las privadas:

Que el Gobernador, de acuerdo con 
la Comisión provincial, insistió en su 
requerimiento, resultando el presente 
conflicto que ha seguido sus trámites.

Visto el art. 226 de la ley do aguas 
de 13 de Junio de 1879, según el cual 
la policía de las aguas públicas y sus 
cálices naturales, riberas y zonas de 
servidumbres, estará á cargo del Mi­
nisterio de Fomento, dictando las 
disposiciones necesarias para el buen 
orden en el uso y aprovechamiento de 
aquellas:

Visto el capítulo 12, cuyo epígrafe 
es el siguiente: Dr la comunidad de re­
gantes y sus. Sindicatos, y de los Jurados 
de riegos, y señaladamente sus artículos 
230, 231, 232, 233 y 237, el primero 
de los cuales establece que toda comu­
nidad tendrá un Sindicato elegido por 
ella y encargado de la ejecución do las 
Ordenanzas: el segundo, que las co­
munidades de regantes formarán las 
Ordenanzas con arreglo á las Rases 
establecidas en la ley, sometiéndolas 
á la aprobación del Gobierno: el terce­
ro, que el número de los individuos 
del Sindicato y su elección por la co­
munidad se determinará en las Orde­
nanzas, atendida la extensión de los 
riegos: el cuarto, que los gastos he­
chos por una comunidad para la cons­
trucción, reparación y limpia de presas 
y acequias serán sufragados por los 
regantes en proporción equitativa: el 
quinto, que señala como atribuciones 
del Sindicato formar los presupuestos 
y repartos, y censurar, sometiendo 
unos y otros á la aprobación de la jun­
ta general, y desempeñar las demás 
facultades que le señalan las Ordenan­
zas de la comunidad y reglamento del 
Sindicato, concluyendo con la pres­
cripción siguiente: «Las resoluciones 
que adopten los Sindicatos de riego 
dentro de sus Ordenanzas, cuando 
procedan como delegados de la Admi­
nistración, serán reclamables ante los 
Ayuntamientos ó ante los Gobernado­
res de provincia, según los casos:»

Vistas las Ordenanzas y reglamentos 
de la comunidad de regantes de la 
acequia de San Fernando de Jarama, 
aprobados por Real orden de 4 de 
Noviembre de 1875, y en particular el 
art. 12 do las primeras, que determina 
que los gastos que ocasione el sosteni­
miento de los intereses de la comuni­
dad se sufragarán por los regantes en 
proporción del terreno regable, dispo­
niendo que al efecto se formen los 
presupuestos que la comunidad apro­
bará en junta general: el 27, que dis­
pone que todo regante haya de entregar 
en el domicilio del Tesorero la cuota 
(pie según presupuesto aprobado le 
haya correspondido: el 29, que da al 
Sindicato la facultad de imponer mul­
tas hasta el máximum de 50 pesetas

3
-al infractor de las mismas Ordenanzas: 
el 7.° del reglamento, que atribuye al 
mismo Sindicato la facultad de hacer 
cumplir los acuerdos de la comunidad, 
proponer á la misma las mejoras y 
reparos que exija el uso de las aguas, 
formar los presupuestos ordinarios y 
extraordinarios, señalando á cada re­
gante la cuota correspondiente, pre­
sentándolos á la aprobación de la 
comunidad, y ordenar la inversión de 
fondos con arreglo á presupuesto, 
rindiendo cuenta detallada de su in­
versión á la junta general:

Considerando:
l .° Que las aguas que constituyen 

la acequia de San Fernando de Jarama 
se hallan bajo el régimen de una co­
munidad de regantes, sujeta á las 
prescripciones que consignan las Or 
denanzas y reglamento aprobado por 
Real orden de 15 de Noviembre de 
1875, y que bajo este concepto las 
cuestiones que so refieren al gobierno 
y dirección de la expresada acequia 
deben resolverse en primer término 
por las disposiciones de las propias 
Ordenanzas y reglamento, ó sea por 
el Sindicato, y en su caso por la co­
munidad constituida en general, según 
los preceptos trascritos y salvo los 
recursos que correspondan:

2 .° Que estos recursos no pueden 
ser otros, con arreglo á la doctrina que 
contiene el párrafo último del art. 237 
de la, ley de aguas vigente, que el 
administrativo ante la Autoridad com­
petente de este orden, cuando los 
acuerdos del Sindicato, ó de la comu­
nidad en su caso, recaigan sobre ma­
terias en que aquellos obren como 
delegados de la Administiacion:

3 .° Que tal cáracter revisten los 
acuerdos que dichas corporaciones 
adopten en uso de las atribuciones que 
eu su favor consigna el propio art. 237, 
y en consonancia con las disposiciones 
de las Ordenanzas en lo relativo á 
ejecución de obras en las acequias que 
hayan ¿lo ser costeadas por los regan­
tes, y á la rendición de cuentas de la 
inversión de las cantidades que de 
aquellos se reciban al efecto, que son 
los extremos sebre que recaen las pre­
tensiones de la demanda entablada 
por D. Luis Page, pues ambas se re­
fieren al régimen y policía de la ace­
quia, materia esencialmente adminis­
trativa:

4 .° Que esta doctrina no puede 
ménos do estimarse de aplicación, aun 
en el caso de que las aguas de la ace­
quia no se consideren como públicas, 
con tal que se hallen aprovechadas, 
como las de que se trata, por su im­
portante número de regantes cons­
tituidos en comunidad, con régimen 
consignado en Ordenanzas aprobadas 
por el Gobierno, y bajo la dirección 
de un Sindicato con su jurado respec­
tivo, pues existe en todo caso el vasto 
interés colectivo, en consideración al 
cual confiere el art. 236 de la ley 
vigente á la Administración una inter­
vención activa en la policía de las 
aguas públicas, y establece el 238, sin 
distinción de públicas ni privadas, la 
dependencia administrativa de parte 
de los Sindicatos de que se ha hecho 
mérito;

De conformidad con lo consultado 
por el Consejo de Estado en pleno,

Vengo en decidir esta competencia 
á favor de la Administración.
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Dado en Palacio á diez y seis de 
Octubre de mil ochocientos ochenta. 
ALFONSO.—El Presidente del Con­
sejo de Ministros, Antonio Cánovas 
del Castillo.

MINISTERIO DE ESTADO.

Dirección de Comercio -y Consnladox.

Según participa á este Ministerio el 
Representante de España en Lisboa 
con fecha 25 del actual, con objeto de 
facilitar las comunicaciones y relacio­
nes comerciales entre las posesiones 
portuguesas en Asia, Macao y Tímor, 
y entre estas y las demás provincias 
ultramarinas portuguesas, ha dispues­
to el Gobierno de S. M. Fidelísima, 
por decreto publicado ya oficialmente, 
que se permita el comercio á todas las 
embarcaciones extranjeras entre los 
puertos de Macao y Tímor, y entre 
cada uno de estos y los de las otras 
posesiones ultramarinas portuguesas, 
aplicándose á dichas embarcaciones 
extranjeras las reglas y preceptos es­
tablecidos ó que se estableciesen para 
las embarcaciones nacionales.

Lo que se publica para conocimien­
to del comercio.

(Gaceta 1.a Noviembre.)

PRESIDENCIA
DEL CONSEJO DE MINISTROS.

Real decreto.

En los autos y expediente de com­
petencia suscitada entre la Sala de lo 
criminal de la Audiencia de Granada 
y el Gobernador de la provincia de 
Almería, de los cuales resulta:

Que en 28 de Febrero de 1875 varios 
vecinos del pueblo de Turre denuncia-
ron al Juzgado de primera instancia 
que en el repartimiento de la contribu­
ción de consumos correspondiente al 
año económico de 1874 á 75 se había 
faltado á las reglas precisas que de­
bieron tenerse presentes para la más 
equitativa y justa distribución de dicho 
impuesto resultando que personas que 
por su posición y familia habrían de 
llevar doble y triple cuota que otras, 
llevan la tercera ó cuarta parte de lo 
que debieran; que alejados como se 
encontraban los denunciantes de la 
población, no tuvieron noticia de que 
el repartimiento hubiera estado de 
manifiesto al público para hacer las 
reclamaciones; que en la actualidad 
se sigue á los demandantes el pro­
cedimiento de apremio, sin que en él 
se hayan observado las formalidades 
debidas; y por último, que creyendo 
que la falta de justicia con que han 
sido distribuidas las cuotas de los 
contribuyentes, así como el defecto 
en el procedimiento de apremio, cons­
tituyen delito, lo hacian presente al 
Juzgado para que procediera á lo que 
hubiera lugar:

Que instruida la oportuna causa cri­
minal en averiguación de los hechos 
denunciados, y apareciendo de las dili­
gencias al efecto practicadas, que era 
necesario proceder contra el Ayunta­
miento y Junta de asociados del pue­
blo de Turre, y que por tal motivo 
corresdondía conocer en esta causa 

en primera y única instancia á la Sala 
de lo criminal de la Audiencia, se le 
remitieron las diligencias practicadas, 
y en su vista el Tribunal superior 
autorizó al Juzgado para que con­
tinuara la instrucion del sumario, diri­
giendo el procedimiento contra el ex­
presado Ayuntamiento y Junta de aso­
ciados:

Que D. Francisco Caparros, como 
Presidente del Ayuntamiento del pue­
blo de Turre en el año á que la denun­
cia se refería, acudió al Gobernador 
de la provincia para que requiriera de 
inhibición á la expresada Sala de lo 
criminal, toda vez que á la Adminis­
tración corresponde resolver la cues­
tión prévia de la que puede depender 
el fallo de los Tribunales de justicia, y 
porque el castigo de los hechos de­
nunciados está reservado á la Admi­
nistración:

Que el Gobernador despachó el 
oportuno requerimiento de inhibición, 
alegando que con arreglo á la ley de 
1863 y reglamento de 25 de Setiembre 
del propio año en casos análogos al 
presente, debe apurarse la via guber­
nativa, concediéndose sólo el recurso 
contencioso-administrativo, una vez 
agotada aquella; que si bien la ley 
Municipal vigente determina que ade­
más de los recursos estitblecidos en 
la misma, cualquiera contribuyente, 
vecino ó hacendado forastero tiene 
acción para denunciar ante los Tribu­
nales de justicia á los asociados, siem­
pre que todos en el establecimiento, 
recaudación y distribución de los ar­
bitrios ó impuestos se hayan hecho 
culpables de fraudes ó de exacciones 
iguales, es lo cierto que á la Adminis­
tración corresponde en primer tér- 

i mino conocer de estos asuntos, porque 
al efecto la ley Municipal vigente ha 

' establecido los recursos gubernativos,
y la Provincial de 1863 el contencioso­

, administrativo en los casos en que 
procede; que la Administración ha 
debido entender con preferencia en 
este negocio para decidir si ha sido ó 
no violación de las disposiciones ad- 
misnistrativas y reformar el acuerdo 
de la Junta do asociados si procediese, 
ó corregir disciplinariamente á aquella 
en caso do que la falta no constituyese 
delito; que faltando este requisito, 
existe cuestión previa que decidir, de 
la que depende el fallo que en su día 
puedan dictar los Tribunales ordina­
rios; y citaba el Gobernador el art. 190 
de la ley Municipal:

Que sustanciado el conflicto, la Sala 
de lo criminal de la Audiencia de Gra­
nada dictó auto declarándose compe­
tente, teniendo en consideración que
á la jurisdicion ordinaria, lecorrespon- ¡ ...
de conocer de todos los delitos y de 1 to de. que debo conocer la Administra-
todos los delincuentes, con leves 
excepciones, entre las que no se hallan 
las que se consignan á favor de la 
Administración en el art. 54 del regla- ! 
mentó de 25 de Setiembre de 1865; que ¡ 
tampoco tiene qne decidir la Autoridad 
administrativa niguna cuestión prévia, 
porque desde que se perpetró el hecho 
denunciado ya revestía los carácteres
de,delito, y coresponde conocer de el
á la jurisdicción ordinalia; que implí- deben conocer los superiores jerár- 
citamente lo reconoce asi el Goberna- 1 quicos en la forma y en los términos ¡ 
nador pe la provincia de Almería en la ! que previenen las disposiciones del 
doctrina que sustenta al suscitar la caso: ,
competencia; que no aparece que la 3.° Quedelosmensionadosrecur- 
Junta de asociados de Turre haya hecho ; sos administrativos y del juicio com­
constar que estaba autorizada por las . parativo de la riquesa, si se interpo- impr e n t a  d e l a  d e  c a s a  mis e r ic o r d ia .

Cortes la Diputación provincial ó el nen dentro de los plazos legales, resul-
Ayuntamiento para exigir la contribu- ¡ tará si existen motivos para presumir 
cion que motivó la relacionada denun- delicuencia por parte de los Conséjales 
cia, siendo tales actos verdaderos deli- , 
tos definidos en el art. 225 del Código |

y asociados que intervinieron en el

penal; que hay vehementes indicios de 
que los que formaban dicha Junta se 
habían fijado en el repartimiento vcci- 1
nal ménos cuota que la que les corres- narios:

reparto del impuesto y en la evalua­
ción y fijación de la respectiva riqueza, 
en cuyo caso habría lugar á remitir el 
tanto de culpa á los Tribunales ordi-

pon día,y que no está claro si la Junta 
citada se formó como ordenada la ley 
Municipal; que el Gobernabor, de 
acuerdo con la Comisión provincial, 
insistió en su requerimiento, resultan­
do el presente conficto, que ha seguido 
sus trámites:

Visto el párrafo segundo art. 83 de 
la le) de 25 de Setiembre de 1863, que 
al fijar la competencia de la jurisdic­
ción cotencioso-administrativa, atri-

4 . ‘ Que sin perjuicio de esto y una 
vez acreditado en la via gubernativa, 
y en la contenciosa, si á ella se recur­
re el agravio, pueden los vecinos y ha­
cendados con arreglo á la disposición 
que queda trascrita de la ley Munici­
pal perseguir criminalmente á los Al­
caldes, Conséjales y asociados que ha­
yan sido causantes del mismo:

5 .° Que por tanto surge en esta 
contienda de competencia la cuestión

huyó á la expresada jurisdicción el 
conocimiento délas cuestiones relativas 
al repartimiento y exacción individual 
toda especie de cargas generales, pro­
vinciales ó municipales, cuando dichas 
cuestiones 'pasen á ser contenciosas.

Visto el art, 198 de ley Municipal 
vigente, según el cual, además de los * 
recursos administrativos establecidos 
por la ley, cualquier vecino ó hacenda­
do del pueblo tiene acción ante los Tri-
bunalos de justicia para denunciar y del Castillo, 
perseguir criminalmente á los Alcaldes, j 
Concejales y asociados, siempre que 
estos en el establecimiento, distribución 
y recaudación de los arbitriosé impues­
tos se hayan hecho culpables de frau­
de ó exacción ilegales, y muy esencial- , 
mente en los casos que determina.

Visto el párrafo primero art. 54 del | 
reglamento de 25 de Setiembre de 
1863, que autoriza á los Gobernadores 
para suscitar contiendas de competen­
cia en los juicios criminales, cuando 
el castigo del delito ó falta haya sido 
reservado por la ley á los funcionarios i 
do la Administración, ó cuando en ’ 
virtud de la misma ley debe decidirse ¡ 
por la Autoridad administrativa algu- ¡ 
na cuestión prévia, de la cual dependa 1 
el fallo de los Tribunales ordinarios ó ¡ 
especiales hayan de pronunciar:

Considerando:
l.° Que el presente conflicto se ha 

suscitado á consecuencia de la denun­
cia presentada en el Juzgado por varios 
vecinos del pueblo de Turre sobro si 
hubo fraude en el repartimiento de la 
contribución de consumos y en el se­
ñalamiento de las cuotas que por tal 
concepto debían satisfacer algunos
Concejales y asociados, así como sobre i por la importancia de dicho especifico
los procedimientos de apremio emplea­
dos contra los denunciantes, de lo 
cual se deduce que se trata de un 
juicio de agravio comparativo en la 
ñjacion de la riqueza imponible, asun­

ción activa, y en su caso la conten­
ciosa:

2.° Que la falta de observancia de 
las disposiciones vigentes de los pro­
cedimientos de apremio para hacer 
efectivas las cuotas, así como en lo 
referente á los procedimientos para Ja 
distribución de las mismas entre los 
vecinos y hacendados, son á su vez 
materia administrativa, de la que sólo

previa á que se refiere el párrafo pri­
mero art. 54 del reglamento de 25 de 
Setiembre de 1863;

Conformándose con lo consultado 
por el Consejo de Estado en pleno.

Vengo en decir esta competencia á 
favor de la Administración.

Dado en Palacio á diez y seis do 
Octubre do mil ococientos ochenta.— ‘ 
ALFONSO.—El Presidente del Con­
sejo de Ministros, Antonio Cánovas

(De la Gaceta del 2.)

ANUNCIOS.

CATARATAS-
E1 distinguido Médico-Oculista D. Ca­

siano Macias Rodríguez acaba de poner 
á la venta un colivio eficaz é inofensivo] 
que sirve para resolver la catarata; tanto 

cuanto por la gran reputación que tiene 
adquirida en su larga práctica el autor, se 
omite hacer elogio alguno de él, siendo así 
que los numerosos resultados favorables 
que ha obtenido, son suficiente garantía 
para que hagan uso de tan importante 
colivio los que se hallen atacados de es, 
terrible enfermedad llamada Catarata.

Consulta diaria de 12 á, 3.—Plaza de 
Santa Ana número 10, piso segundo. 
Madrid.

PALMA
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